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I.        RESUMEN 
  

1.      En fecha 14 de junio de 2004, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o 
“CIDH”) recibió una petición presentada por la Corporación Colectivo de 
Abogados “José Alvear Restrepo (en adelante “peticionarios”) en la cual se 
alega la responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en 
adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) en la muerte de Ever de 
Jesús Montero Mindiola, miembro del pueblo indígena kankuamo que habita 
en la Sierra Nevada de Santa Marta. 
  

2.      Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la violación 
de los derechos a la vida, las garantías judiciales y la protección judicial protegidos 
en los artículos 4, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
adelante "la Convención" o "la Convención Americana") en perjuicio de Ever de Jesús 
Montero Mindiola, en conjunción con la violación de la obligación de garantía prevista 
en el artículo 1(1) de ese Tratado.  El Estado, por su parte, se abstuvo de presentar 
observaciones en respuesta a las solicitudes de información formuladas por la 
Comisión con respecto a la admisibilidad del asunto. 
  

3.      La Comisión, con base en el análisis de los fundamentos de hecho y de 
derecho disponibles, analizó el cumplimiento con los requisitos formales de 
admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, y 
concluyó que el reclamo era admisible y correspondía hacer pública su decisión. 

  
II.       TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 
  
4.      El 27 de julio de 2004 la CIDH procedió a dar trámite a la petición 

identificada bajo el N° 543/04 y transmitió las partes pertinentes de la denuncia al 
Estado, con un plazo de dos meses para presentar observaciones e información 
pertinente sobre los hechos materia de dicha comunicación.  El 29 de septiembre de 
2004 el Estado solicitó una prorroga por 30 días “para presentar la respuesta relativa 
al asunto P-543-04 Ever de Jesús Montero Mindiola”.  El 8 de octubre de 2004 la 
Comisión comunicó a las partes que la se había concedido la prorroga solicitada por 
el Estado. 
  

5.      El 9 de noviembre de 2004 el Estado solicitó una nueva prórroga por 30 
días.  En esa misma fecha, la Comisión comunicó a las partes que en atención a lo 
dispuesto por el Artículo 30(3) del Reglamento el cual establece que la Secretaría 
Ejecutiva “no concederá prórrogas que excedan de tres meses contados a partir de la 
fecha del envío de la primera solicitud de información al Estado.”, no era posible 
otorgar la prórroga solicitada.  Hasta la fecha, el Estado no ha presentó las 
observaciones requeridas por la Comisión el 27 de julio de 2005. 
  



III.      POSICIONES DE LAS PARTES 
  

A.      Posición del peticionario  
  

6.      Los peticionarios alegan que el 29 de agosto de 2003, el indígena 
kankuamo Ever de Jesús Montero Mindiola fue bajado del autobús del transporte 
colectivo que había abordado en la ciudad de Valledupar, por tres hombres 
desconocidos.  La petición indica que en esa misma fecha el cadáver del señor 
Montero Mindiola fue encontrado con el rostro desfigurado, y con su cuerpo vestido 
con prendas camufladas.  Señalan que el Ejército Nacional lo presentó a los medios 
de comunicación como un miembro del Ejercito de Liberación Nacional (en adelante 
“ELN”), dado de baja en combates con las Autodefensas Unidas de Colombia (en 
adelante “las AUC”). 
  

7.      En cuanto a la investigación penal por la muerte del señor Montero 
Mindiola, los peticionarios alegan que ésta habría sido adelantada por la Fiscalía 14 
Seccional de Valledupar, y posteriormente remitida al Juzgado 90 de Instrucción 
Penal Militar de Valledupar, presumiblemente, a fin de determinar la posible 
responsabilidad de miembros de la Fuerza Pública.  Los peticionarios sostienen que el 
Juzgado 90 de Instrucción Penal Militar de Valledupar habría informado que el 
proceso se encuentra en etapa de instrucción. 
  

8.      Señalan que en el marco de la concertación de las medidas cautelares 
dictadas por la CIDH a favor del pueblo indígena Kankuamo el 24 de septiembre de 
2003[1], la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación 
se habría comprometido a asumir diez investigaciones por crímenes perpetrados 
contra miembros de la etnia kankuama, entre los cuales se encontraría la causa por 
la muerte del señor Montero Mindiola.  Alegan, sin embargo, que el Juzgado 90 de 
Instrucción Penal Militar de Valledupar se habría negado a remitir la causa a la 
justicia ordinaria y por lo tanto la investigación se encontraría aun pendiente ante el 
fuero militar. 

  
9.      En cuanto a la admisibilidad de la petición, los peticionarios alegan que 

resulta aplicable la excepción prevista en artículo 46(2)(b) de la Convención 
Americana con relación a la falta de agotamiento de los recursos internos.  En 
opinión de los peticionarios, la jurisdicción militar apoderada para investigar los 
hechos denunciados, no constituye un fuero apropiado para investigar, juzgar y 
sancionar violaciones a los derechos humanos consagrados en la Convención 
Americana.  Añaden los peticionarios que la transferencia a la jurisdicción militar de 
la causa contra los militares involucrados en la ejecución extrajudicial del señor 
Montero Mindiola, implica que los familiares de la víctima se han visto privados de 
acceder a un recurso adecuado para la investigación, juzgamiento y sanción de los 
responsables de cometer los hechos denunciados. 
  

10.  Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación del 
derecho a la vida del indígena kankuamo Ever de Jesús Montero Mindiola, 
consagrado en el artículo 4(1) de la Convención Americana.  Los peticionarios alegan 
también que el Estado es responsable por la violación de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana ya que el Estado está obligado a responder sua sponte con 
medidas de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables así como a 
establecer mecanismos que garanticen el acceso a la indemnización.  Reiteran que la 
transferencia a la jurisdicción militar de la causa contra los militares involucrados en 
los hechos expuestos implica que familiares de la víctima se han visto privados de 



acceder a un recurso adecuado para la investigación, juzgamiento y sanción de los 
responsables.  
  

B.      Posición del Estado 
  

11.  En el presente caso, el Estado abstuvo de presentar observaciones a los 
alegatos de hecho y de derecho planteados por los peticionarios, así como sobre su 
interpretación sobre la aplicación de los artículos 46 y 47 de la Convención 
Americana al presente reclamo. 

  
IV.      ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD  

  
A.      Competencia  
  
12.  Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 

de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición 
señala como presunta víctima a una persona física, respecto a quien el Estado 
colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la 
Convención Americana.  Colombia es un Estado parte en la Convención Americana 
desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. 
 Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la 
petición. 
  

13.  Asimismo, la Comisión tienen competencia ratione loci para conocer la 
petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la 
Convención Americana que habrían tenido lugar bajo la jurisdicción del Estado.  La 
Comisión tiene competencia ratione temporis para estudiar el reclamo por cuanto la 
obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención 
Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían 
ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene 
competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles 
violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
  

B.       Requisitos de Admisibilidad  
  

1.       Agotamiento de los recursos internos 
  

14.  El Artículo 46(1)(a) de la Convención Americana establece que “[p]ara 
que una petición o comunicación presentada […] sea admitida por la Comisión, se 
requerirá: que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, 
conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.”  La 
Corte Interamericana ya ha establecido que se trata de un mecanismo que “permite 
al Estado resolver el problema según su derecho interno antes de verse enfrentado a 
un proceso internacional, lo cual es especialmente válido en la jurisdicción 
internacional de los derechos humanos […]”[2].  Asimismo, ha indicado que se trata 
de una regla cuya invocación puede ser renunciada en forma expresa o tácita por el 
Estado que tiene derecho a invocarla, lo que ya ha sido reconocido por la Corte en 
anterior oportunidad.[3]  En todo caso, la alegación sobre la falta de agotamiento de 
los recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del 
procedimiento, a falta de lo cual podrá presumirse la renuncia tácita a valerse de la 
misma por parte del Estado interesado.[4]  La Corte ha aclarado que por “las 
primeras etapas del procedimiento” debe entenderse “la etapa de admisibilidad del 



procedimiento ante la Comisión, o sea, antes de cualquier consideración en cuanto al 
fondo […]”.[5] 
  

15.  En el presente caso, el Estado se abstuvo de presentar observaciones a 
los alegatos de los peticionarios sobre la aplicación de las excepciones al 
agotamiento de los recursos internos en el presente caso.  Por lo tanto, corresponde 
concluir que el Estado ha renunciado en forma tácita a objetar el agotamiento de los 
recursos de jurisdicción interna en el presente reclamo.  Por lo tanto, la Comisión da 
por satisfecho el requisito de establecido en el artículo artículo 46(1) de la 
Convención Americana. 

  
 2.       Plazo de presentación 

  
16.  La CIDH ha establecido la renuncia tácita del Estado colombiano a su 

derecho de interponer la excepción de la falta de agotamiento de los recursos 
internos a este reclamo en particular, por lo que no resulta aplicable el requisito del 
artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.  Sin embargo, los requisitos 
convencionales sobre agotamiento de los recursos internos y presentación de la 
petición dentro del plazo de seis meses contados desde la notificación de la decisión 
judicial que marca el agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, conforme 
al artículo 46(1)(b) de la Convención, son independientes. En estos casos la CIDH 
debe determinar si la petición ha sido presentada dentro de un plazo razonable. 
  

17.  En el presente caso, la petición fue presentada el 14 de junio de 
2004 y los hechos materia del reclamo se habrían consumado el 29 de 
agosto de 2003. Consecuentemente, la Comisión considera que la petición 
fue presentada dentro de un plazo razonable y debe darse por satisfecho 
este requisito de admisibilidad. 
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